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potable para el consumo humano”. Mediante Resolución 64/2413 hacía un 
llamamiento a los Estados Miembros para garantizar que las estrategias de 
salud nacionales contribuyan al logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
en materia de agua y saneamiento, recordando la importancia del agua 
potable, el saneamiento y la higiene como la base de la prevención primaria. 
Dichas estrategias igualmente debieran apoyar la realización progresiva del 
derecho humano al abastecimiento de agua y el saneamiento, por el cual 
toda persona, sin discriminación, tiene derecho a agua y saneamiento que 
sean suficientes, seguros, aceptables, accesibles y asequibles, para usos 
personales y domésticos.

A cargo de este organismo internacional también se ha realizado un 
estudio sobre los requerimientos de agua relacionados con la salud a fin de 
obtener una cifra mínima aceptable que permita satisfacer las necesidades 
de consumo (para bebida y preparación de alimentos) e higiene básica, 
que sirve de referencia habitual para satisfacer la garantía de una cantidad 
mínima de agua esencial (La cantidad de agua domiciliaria, el nivel del 
servicio y la salud. Ginebra. 2003).

2.2. Normativa europea

La Carta Europea del Agua, adoptada por el Consejo de Europa 
y proclamada en Estrasburgo el de 6 de mayo de 1968, constituye una 
declaración de principios para una adecuada gestión del agua.

Parte de su consideración como un tesoro para la humanidad y que 
no se trata de un recurso inagotable, por lo que será necesario conservarla, 
controlarla y, siempre que sea posible, incrementarla.

Dicha Carta fue sustituida mediante Rec (2001) del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa a los Estados miembros sobre la Carta Europea de 
los Recursos Hídricos.

En ésta se tiene en consideración que el agua es indispensable para 
todas las formas de vida y que la preservación del agua es una responsabilidad 
conjunta de los Estados y de todos sus beneficiarios.

13	  http://apps.who.int/gb/ebwha/pdf_files/WHA64-REC1/A64_REC1-sp.pdf

http://apps.who.int/gb/ebwha/pdf_files/WHA64-REC1/A64_REC1-sp.pdf
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Enumera una serie de principios que recomienda a los Estados apliquen 
de conformidad con el marco de sus políticas nacionales. Entre los principios 
que menciona esta nueva Carta se hace referencia al derecho que asiste a 
todas las personas de disponer una cantidad de agua suficiente para satisfacer 
todas sus necesidades esenciales. Sin perjuicio de este derecho, señala que 
el suministro de agua está sometido a pago para cubrir los costes económicos 
vinculados a la producción y la utilización de los recursos hídricos.

En el ámbito de la Unión Europea el documento de referencia es la 
Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de octubre de 200014, por la que se establece un marco comunitario de 
actuación en el ámbito de la política de aguas (Directiva Marco del Agua) 
con objeto de proteger y mejorar el recurso.

Entre sus primeros Considerandos se hace referencia a que el agua no es 
un bien comercial como los demás, sino un patrimonio que hay que proteger, 
defender y tratar como tal. Asimismo, considera que el abastecimiento de 
agua es un servicio de interés general, tal como se define en la Comunicación 
de la Comisión “Los servicios de interés general en Europa”.

La Directiva contienen principios fundamentales para la gestión del 
agua como el de recuperación de costes y “quien contamina paga” (art. 9):

«1. Los Estados miembros tendrán en cuenta el principio de la 
recuperación de los costes de los servicios relacionados con el agua, 
incluidos los costes medioambientales y los relativos a los recursos, a 
la vista del análisis económico efectuado con arreglo al anexo III, y 
en particular de conformidad con el principio de que quien contamina 
paga.

Los Estados miembros garantizarán, a más tardar en 2010: que 
la política de precios del agua proporcione incentivos adecuados para 
que los usuarios utilicen de forma eficiente los recursos hídricos y, por 
tanto, contribuyan a los objetivos medioambientales de la presente 
Directiva, una contribución adecuada de los diversos usos del agua, 
desglosados, al menos, en industria, hogares y agricultura, a la 
recuperación de los costes de los servicios relacionados con el agua, 
basada en el análisis económico efectuado con arreglo al anexo III y 
teniendo en cuenta el principio de que quien contamina paga.

14	  http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=URISERV:l28002b&from=ES

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=URISERV:l28002b&from=ES
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Al hacerlo, los Estados miembros podrán tener en cuenta los efectos 
sociales, medioambientales y económicos de la recuperación y las 
condiciones geográficas y climáticas de la región o regiones afectadas.»

Debe también tenerse en cuenta la Directiva 2006/118/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 200615, relativa 
a la protección de las aguas subterráneas contra la contaminación y el 
deterioro.

El Parlamento europeo ofrece un pronunciamiento sobre el derecho 
humano al agua en su Resolución sobre la comunicación de la Comisión 
sobre política de gestión del agua en los países en desarrollo y prioridades 
de la cooperación de la UE al desarrollo COM (2002) 132, de 4 de septiembre 
de 2003.

Reitera que el acceso al agua potable en cantidad y calidad suficiente 
es un derecho humano fundamental, de acuerdo con la incorporación al 
PIDESC efectuada por la Observación núm. 15 y considera que los Gobiernos 
nacionales tienen el deber de cumplir con esta obligación.

En la Resolución del Parlamento Europeo, de 8 de septiembre de 2015, 
sobre el seguimiento de la Iniciativa Ciudadana Europea Right2Water, 
manifiesta su interés por las preocupaciones trasladadas en la Iniciativa 
Ciudadana y dirige una serie de peticiones tanto a la Comisión Europea 
como a los Estados miembros.

Parte de la consideración de que derecho humano al agua y el 
saneamiento ha sido reconocido por las Naciones Unidas y apoyado por los 
Estados miembros de la UE, abarcando las dimensiones de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad, asequibilidad y calidad. La plena realización de 
este derecho es esencial para la vida y la adecuada gestión de los recursos 
hídricos desempeña un papel crucial a la hora de garantizar el uso del agua 
y salvaguardar el capital natural del mundo.

Pide a la Comisión, que presente propuestas legislativas, si procede 
una para la revisión de la Directiva Marco del Agua, que reconozcan el 
acceso universal y el derecho humano al agua. Asimismo, defiende que se 
reconozca el acceso universal a agua potable salubre y saneamiento en la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la UE.

15	  http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2006:372:0019:0031:ES:PDF

http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2006:372:0019:0031:ES:PDF
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Reconoce que el agua no es un producto comercial sino un bien 
público imprescindible para la vida y la dignidad humanas, y recuerda a 
la Comisión que las normas del Tratado exigen la neutralidad de la UE en 
relación con las decisiones nacionales que regulan el régimen de propiedad 
de las empresas del agua, por lo que no debe de ningún modo promover 
la privatización de las empresas del agua en el contexto de programas de 
ajuste económico o cualquier otro procedimiento de coordinación de política 
económica de la UE; pide a la Comisión, habida cuenta de que se trata de 
servicios de interés general y por tanto principalmente de interés público, 
que excluya permanentemente el agua y el saneamiento y tratamiento 
de las aguas residuales de las normas del mercado interior y de cualquier 
acuerdo comercial, y que los suministre a precios asequibles.

A los Estados miembros dirige la mayoría de sus peticiones, entre las 
que podemos destacar:

27. Pide a los Estados miembros que garanticen un acceso no 
discriminatorio a los servicios de aguas, garantizando su suministro a 
todos, incluidos los grupos de usuarios marginados.

59. Insta a los Estados miembros y a las entidades regionales y 
locales a que avancen hacia un auténtico acuerdo social por el agua con 
objeto de garantizar la disponibilidad, la estabilidad y la gestión segura 
del recurso, en especial, adoptando medidas como el establecimiento 
de fondos de solidaridad u otros mecanismos de acción social para las 
aguas con el fin de apoyar a las personas que no puedan permitirse 
el acceso a los servicios de aguas y saneamiento, a fin de cumplir 
las obligaciones en materia de seguridad del abastecimiento y de 
no poner en peligro el derecho humano al agua; alienta a todos los 
Estados miembros a que establezcan mecanismos de acción social 
como los ya existentes en algunos países de la UE para asegurar el 
suministro de agua potable a los ciudadanos cuyas condiciones de 
vida son especialmente difíciles.

61. Expresa su rechazo ante el recurso como medida coercitiva en 
algunos Estados miembros a la denegación del suministro de aguas y 
el saneamiento a comunidades desfavorecidas y vulnerables; reitera 
que el hecho de que en algunos Estados miembros las autoridades 
hayan cerrado pozos públicos ha dificultado el acceso de los grupos 
más vulnerables al agua.



Servicios de suministro de agua. Garantías y derechos. Diciembre 20152

49

62. Señala que los Estados miembros deben prestar especial 
atención a las necesidades de los grupos vulnerables de la sociedad 
y asimismo garantizar que las personas necesitadas tengan acceso a 
agua de calidad asequible.

78. Reitera que el acceso a agua potable en cantidad suficiente y 
de calidad suficiente es un derecho humano fundamental y considera 
que los Gobiernos nacionales tienen el deber de cumplir esta obligación.

79. Destaca, de conformidad con la legislación vigente de la UE 
y sus requisitos, la importancia de evaluar periódicamente la calidad, 
la pureza y la seguridad del agua y de los recursos hídricos en la UE y 
fuera de sus fronteras.

90. Recuerda que la OMS afirma que, en la situación de partida, 
sin las tecnologías innovadoras más recientes de depuración y ahorro 
de agua, la cantidad óptima de agua por persona al día se sitúa entre 
100 y 200 litros, y señala que son necesarios entre 50 y 100 litros de 
agua por persona al día para garantizar que se cubran las necesidades 
básicas y que no surjan grandes amenazas para la salud; indica que, de 
conformidad con los derechos humanos fundamentales reconocidos, 
establecer una cuota mínima por persona es indispensable para 
satisfacer las necesidades básicas de agua de las poblaciones.

91. Subraya que el acceso a la cantidad de agua necesaria 
para cubrir las necesidades básicas debería ser un derecho humano 
fundamental no discutible y defendido implícita y explícitamente por 
el Derecho internacional y por declaraciones y prácticas del Estado.

91. Pide a los Gobiernos, las agencias de ayuda internacionales, 
las organizaciones no gubernamentales y las comunidades locales que 
trabajen para cubrir las necesidades básicas de agua de todos los 
seres humanos y garantizar que el agua es un derecho humano.

92 Pide a los Estados miembros que introduzcan, de conformidad 
con las orientaciones de la Organización Mundial de la Salud, una 
política de precios que respete el derecho de las personas a la cantidad 
de agua mínima para vivir y que grave el despilfarro, y que dispongan 
la aplicación de una tarifa progresiva proporcional a la cantidad de 
agua consumida.

93. Anima a que se tomen medidas para garantizar el consumo 
racional de agua a fin de evitar el despilfarro.
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En cuanto a la gestión del servicio se incluyen una serie de 
consideraciones de interés:

29. Reconoce que los servicios de aguas y saneamientos son 
servicios de interés general y que el agua no es un producto comercial 
sino un bien público, por lo que deben ofrecerse a precios asequibles 
que respeten el derecho de las personas a agua de una calidad mínima 
y que prevea la aplicación de una tarifa progresiva  solicita a los 
Estados Miembros que garanticen la aplicación a los servicios de aguas 
y saneamiento de un sistema tarifario justo, equitativo, transparente 
y adecuado, de manera que se garantice a todos los ciudadanos 
igualdad de acceso a servicios de alta calidad, con independencia de 
los recursos de que dispongan.

46. Recuerda que la posibilidad de remunicipalización de los 
servicios agua debe seguir garantizada sin limitaciones y que estos 
servicios deben seguir siendo de gestión pública si así lo ha decidido 
la autoridad local responsable; recuerda que el agua es un derecho 
humano básico que debe ser accesible y asequible para todos; 
destaca que los Estados miembros tienen el deber de velar por que el 
agua esté garantizada para todos, con independencia del operador, y 
asegurarse al mismo tiempo de que los operadores proporcionen agua 
potable salubre y mejoren el saneamiento.

64. Anima a las empresas de aguas a que reinviertan los ingresos 
económicos producidos por la gestión del ciclo del agua en el 
mantenimiento y la mejora de los servicios de aguas y la protección de 
los recursos hídricos; recuerda que el principio de recuperación de los 
costes de los servicios de aguas incluye los costes medioambientales 
y los costes de los recursos, respetando los principios de equidad y 
transparencia y el derecho humano al agua, así como las obligaciones 
de los Estados miembros de cumplir el requisito de la recuperación de 
costes del mejor modo posible, siempre que ello no comprometa la 
finalidad y la consecución de los objetivos de la DMA; recomienda que 
se ponga fin a las prácticas por las que se desvían recursos económicos 
del sector del agua para financiar otras políticas, como la inclusión 
en la factura del agua de cánones de concesión no reservados para 
infraestructuras hidráulicas; recuerda el preocupante estado de las 
infraestructuras en algunos Estados miembros en los que se derrocha 
agua por fugas debidas a las canalizaciones inadecuadas y anticuadas, 
e insta a los Estados miembros a que refuercen la inversión en mejora 
de la infraestructura y de otros servicios de aguas como premisa para 
garantizar el derecho humano al agua en el futuro.
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La resolución del Parlamento europeo también recuerda la importancia 
de que las autoridades competentes pongan a disposición de los ciudadanos 
toda la información relativa a la calidad y la gestión del agua, de manera 
fácilmente accesible y comprensible, y que se informe y se consulte 
plenamente y a tiempo a los ciudadanos sobre todos los proyectos de 
gestión del agua.

Al respecto celebra el éxito de los esfuerzos de algunos municipios 
por potenciar la participación pública en la mejora de la prestación de 
servicios de aguas y la protección de los recursos hídricos, y recuerda que 
las entidades locales desempeñan un papel importante en el proceso de 
toma de decisiones sobre gestión del agua.

Pide igualmente a los Estados miembros que introduzcan la figura del 
defensor del pueblo en materia de servicios de aguas para garantizar que 
todas las cuestiones relativas al agua, como las quejas y sugerencias sobre 
la calidad y el acceso a los servicios de aguas, puedan ser tramitadas por un 
organismo independiente.

2.3. Normativa estatal y autonómica

La Constitución española no contiene un reconocimiento específico del 
derecho al agua aunque el mismo pudiera tener encaje en otros derechos 
constitucionales como el derecho a la protección de la salud (art. 43) y el 
derecho a una vivienda digna (art. 47), aunque éstos se encuadren en la 
categoría de principios rectores de la política social y económica y no entre 
los derechos fundamentales que gozan de una protección especial.

La norma estatal que regula la materia es el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
de Aguas (TRLA).

El único derecho que expresamente se reconoce en la Ley de Aguas 
es el de acceso a la información (art. 15)

No obstante, el TRLA hace expresa mención al precio asequible que 
debe reunir la tarifa que se abona por el suministro de agua. Así en su 
artículo 111 bis remite a las Administraciones con competencias en materia 


